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FUNDAMENTACIÓN 

La presente asignatura “Introducción a la Seguridad Ciudadana” en este curso de ingreso se propone 

introducir los conceptos fundamentales que hacen a la profesionalización de la gestión de la 

seguridad desde una mirada que lleve a la reflexión, la crítica y el análisis contextualizado. Se 

enfatizará en la necesidad de distinguir a la especificidad de la seguridad como campo de saber 

vinculado con la intención de fortalecer el gobierno de la seguridad desde una perspectiva 

democrática. 

OBJETIVO GENERAL DE LA MATERIA  

1. Propiciar un espacio donde se inicie el conocimiento acerca de los elementos específicos 

vinculados al campo de seguridad ciudadana y al rol profesional dentro del mismo. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS DE LA MATERIA  

Unidad Temática Nº1: Que el/la estudiante  

1. Reconozca los alcances del rol del Técnico y del Licenciado en Seguridad Ciudadana. 

 

Unidad Temática Nº2: Que el/la estudiante  

2. Identifique los principales conceptos ligados a la idea de seguridad.  

Unidad Temática Nº3: Que el/la estudiante  

3. Comprenda y compare los diferentes elementos que componen la perspectiva del Orden y la 

perspectiva de la Gestión de la Conflictividad. 



 

 
  

 

Unidad Temática Nº4: Que el/la estudiante  

4. Reconozca los componentes distintivos de una política de Seguridad Ciudadana, sus alcances y 

objetivos de intervención. 

 

CONTENIDOS 

Unidad Temática Nº1: Perfil del profesional en Seguridad Ciudadana.  

Aspectos fundamentales de la formación para el ejercicio profesional. Ámbitos de intervención y 

capacitación de los/ las egresados/as. 

 

Unidad Temática Nº2: Conceptos básicos en el campo de la seguridad 

Seguridad Pública, Seguridad Humana, Seguridad Ciudadana y Comunitaria: definiciones y contenidos 

Unidad Temática Nº3: Paradigma del Orden y paradigma de Gestión de la Conflictividad 

Contexto de surgimiento de ambas perspectivas, principales características y conceptos vinculados a 

las mismas. Diferencias entre estas visiones. 

Unidad Temática Nº4: La seguridad como política pública  

Componentes de una política pública de seguridad: planificación, diseño, organismos intervinientes. 

Análisis de políticas de prevención: aspectos comunes. 

 

METODOLOGÍA DE TRABAJO  

El curso está organizado para ser dictado en cuatro encuentros de cuatro horas cada uno.  Los 

encuentros tendrán una metodología de trabajo teórico-práctica, con la presencia del docente que 

acompañará a los/as estudiantes en la lectura, análisis y comprensión de los materiales didácticos 

propuestos. Las clases serán abordadas rescatando la importancia del texto y los contenidos 

seleccionados para abordaje conceptual, el trabajo contextualizado sobre la biografía de los autores 

analizados y guías de lectura, proyección de material audiovisual, entre otros recursos. 



 

 
  

Se promoverá la discusión de los ejes propuestos para cada encuentro, a partir de la utilización de 

notas periodísticas, videos y análisis de casos. Se valorará la participación de  los/as estudiantes en 

el debate y la lectura de los textos propuestos para cada unidad. 

 

EVALUACIÓN 

La instancia de evaluación de los/las estudiantes consistirá en un examen final, escrito y presencial, 

donde se desarrollarán los contenidos teóricos y prácticos tratados en las clases.  

El examen se realizará entre el 6 y el 8 de marzo y los/as estudiantes tendrán dos horas para su 

resolución. De acuerdo a la reglamentación vigente, deberán aprobar con una nota no menor a 4 

(cuatro) puntos y haber asistido a por lo menos el 80% de las clases. 

Asimismo, en la última clase, los/as estudiantes tendrán la posibilidad de evaluar la propuesta 

didáctica del curso, los materiales y a los/as docentes, mediante una encuesta. 

 

CRONOGRAMA  

  

Encuentro Temas 

1 Presentación del curso 

Perfil del profesional en Seguridad Ciudadana 

2 Panel con profesionales invitados 

Definiciones en torno al concepto de seguridad. 

Seguridad Democrática, Humana y Ciudadana 

3 El paradigma del orden y el paradigma de gestión de la 

conflictividad 

4 Políticas de Seguridad Ciudadana. Políticas de Prevención 

del delito y la violencia (modelos). Construcción de una 

mirada multiagencial. 



 

 
  

 

BIBLIOGRAFÍA OBLIGATORIA 

Alonso, Javier, Cuaderno de lectura N°1: Claves conceptuales. Pensar y hacer la seguridad con las 

escuelas, Ministerio de Seguridad de la Nación, Buenos Aires, 1° edición, 2015. 

Ministerio de Seguridad (2010) Cuadernos de Seguridad: La seguridad ciudadana. Capítulo II “El 

campo de la seguridad. Conceptos y definiciones”, pp. 67-73. 

Ministerio de Seguridad (2011) Seguridad y Derechos Humanos Herramientas para la reflexión sobre 

la seguridad ciudadana y democrática. Tema 2: “Construyendo un modelo de seguridad ciudadana 

democrática”, pp 39-50 

Dirección de Carrera Área Seguridad Ciudadana (2015) “Los diferentes paradigmas frente al 

problema de la seguridad”. 

BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA 

Anitua, Gabriel Ignacio (2004) Historia de los pensamientos criminológicos, Argentina, Editores del 

Puerto. Capítulo II, 2, 3 y 7. Capítulo III, 2 y 4. C apítulo IV, 1, 2, 3, 5, 6 y 7. Capítulo V, 1, 2 y 5. 

Capítulo VI, 1, 3, 4 y 5. Capítulo VII, 1, 2, 3 y 6. Capítulo VIII, 1, 4, 5 y 8. Capítulo XI, 1, 4, 5, 6 y 7. 

Capítulo X, 1, 2, 3 y 4. 

Sozzo, Máximo (2008). Inseguridad, prevención y policía. Flacso Ecuador y Alcaldía Metropolitana de 

Quito. Capítulo 2. 

Vincent Marqués, Josep (1983) “No es natural” en Para una sociología de la vida cotidiana, Ed. 

Anagrama. 

Otros recursos: 

Página/12 - Alberto Binder y el desafío de la gestión de la conflictividad “La democracia tiene que ser 

desordenada” (24/07/2000). Disponible en https://www.pagina12.com.ar/2000/00-07/00-07-

24/pag13.htm 

 

“Conferencia Dr. Binder: Armado presentación paradigmas de seguridad 23-05-2011”. Disponible 

en https://www.youtube.com/watch?v=UD6quk4yFaQ&feature=youtu.be 

 

https://www.pagina12.com.ar/2000/00-07/00-07-24/pag13.htm
https://www.pagina12.com.ar/2000/00-07/00-07-24/pag13.htm
https://www.youtube.com/watch?v=UD6quk4yFaQ&feature=youtu.be
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ACTIVIDADES 

Clase 1 (correspondiente a la unidad 1) 

Actividad 1:  

En pequeños grupos realizar la lectura del Plan de Estudios de la carrera y el texto de Javier Alonso 

(2015) con el fin de establecer los ejes fundamentales del diseño curricular y los alcances del título. 

Elaborar preguntas que le formularían a ciertos actores claves de la carrera: docentes, egresados y 

funcionarios que se desempeñan en el campo de la seguridad ciudadana.  

 

Actividad 2:  

Realizar una puesta en común entre todos los grupos y unificar un cuestionario con preguntas 

abiertas para, en el siguiente encuentro, conocer y entrevistar a dichos actores relevantes de la 

carrera.  

 

Clase 2 (correspondiente a las unidades 1 y 2) 

Actividad 1:  

Panel con actores claves de la carrera: docentes, egresados y funcionarios que se desempeñan en el 

campo de la seguridad ciudadana. Desde la Dirección de la Carrera se invitará para esta actividad a 

tres docentes y un graduado de la Licenciatura para que relaten su experiencia en relación a sus 

trayectorias académicas y profesionales. Posteriormente los ingresantes les podrán formular el 

cuestionario guía definido en la clase anterior. 

 

Actividad 2:  

Exposición dialogada del docente acerca de los conceptos básicos en el campo de la seguridad. 

Seguridad Pública, Seguridad Humana, Seguridad Ciudadana y Comunitaria: definiciones y 

contenidos. 

 

Actividad 3:  



 

 
  

Lectura y puesta en común a partir del texto: El campo de la seguridad. Conceptos y Seguridad 

Ciudadana. Definiciones”, pp. 67-73. 

 

Clase 3 (correspondiente a la unidad 3) 

Actividad 1:  

Exposición dialogada del docente acerca del surgimiento de los conceptos del paradigma del Orden y 

del paradigma de la Gestión de la Conflictividad.  Contexto de surgimiento, características y 

diferencias. 

 

Actividad 2:  

Primer momento: Proyección del Video “Conferencia Dr. Binder: Armado presentación paradigmas 

de seguridad”. 

Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=oCe7rf2SrWY 

Segundo momento: Lectura de la nota periodística del diario Página/12 - Alberto Binder y el desafío 

de la gestión de la conflictividad “La democracia tiene que ser desordenada” (24/07/2000).  

Disponible en: 

https://www.pagina12.com.ar/2000/00-07/00-07-24/pag13.htm 

 

Actividad 3:  

Realización de un mapa conceptual de producción grupal. 

 

Clase 4 (correspondiente a la unidad 4) 

Actividad 1:  

Exposición dialogada sobre políticas públicas de seguridad. Modelos de prevención de políticas de 

seguridad. 



 

 
  

Actividad 2:  

Primer momento: Lectura y discusión de uno de los dos textos seleccionados (presentes más abajo). 

Identificación de los rasgos más salientes: tipo de paradigma de la seguridad, encuadre de la política 

de seguridad, modelo de prevención. 

Segundo momento: Puesta en común con toda la clase, comparación y análisis de ambos textos. 

 

 

Texto 1: 

MINISTERIO DE SEGURIDAD - Resolución xxx/xxxx 

Créanse las Mesas Barriales y Mesas Zonales de Participación Comunitaria en Seguridad.  

Bs. As., xx/xx/xxxx 

CONSIDERANDO: 

Que la seguridad pública importa para los ciudadanos, el goce y ejercicio de sus derechos, libertades y garantías 

constitucionales y, en consecuencia, es el pueblo el sujeto fundamental de la seguridad pública. 

Que el MINISTERIO DE SEGURIDAD DE LA NACION impulsa el desarrollo de un modelo de seguridad democrática que implica 

desplegar acciones que incidan en la dimensión cultural de la sociedad para lo cual la participación popular constituye una 

de las estrategias centrales. 

Que para profundizar el nuevo paradigma en materia de seguridad es necesario promover relaciones dinámicas entre las 

organizaciones de la comunidad y las autoridades estatales de todos los niveles de gobierno y que para ello es menester 

definir escenarios concretos donde éstas se desarrollen. 

Que, en tal sentido, no solamente es necesario promover estas relaciones sino también la participación comunitaria en la 

elaboración, implementación y control de las políticas públicas de seguridad en todo el territorio nacional. 

Que se trata de establecer espacios de corresponsabilidad (Comunidad - Estado) para la generación y aplicación de las 

políticas de seguridad porque la seguridad pública es una construcción colectiva. 

Que para prevenir la violencia y el delito es imprescindible promover espacios de participación comunitaria que efectivicen 

estrategias y programas específicos surgidos de la misma comunidad y/o de las áreas del gobierno nacional. 

Que son el Estado junto a la comunidad organizada quienes deben contribuir a mejorar la situación de vulnerabilidad de 

grupos de alto riesgo en materia de violencia y delito. 

Que es la comunidad organizada uno de los actores clave para evaluar y controlar la gestión de las Fuerzas de Seguridad y 

aportar desde allí al desarrollo ético y profesional de las mismas. 

Que es necesario promover procesos de integración comunitaria para disminuir la violencia y el delito y que éstos procesos 

implican participación activa de la comunidad. 

Que en este sentido, la COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (CIDH) sostiene que "en cuanto a las acciones 

específicas en el marco de la política pública sobre seguridad ciudadana, la participación de la sociedad organizada resulta 

esencial en la planificación, implementación y evaluación de las medidas que se lleven adelante en el área preventiva, tanto 



 

 
  

desde el punto de vista social, comunitario, así como en el contexto de las acciones destinadas a la prevención situacional de la 

violencia y el delito" (OEA/Ser.L/V/II. Doc. 57, párrafo 208, pág. 96). 

Que la mencionada Comisión ha reiterado en varias oportunidades que "la participación ciudadana es un requisito esencial 

para la gobernabilidad democrática" (OEA/ Ser.L/V/II. Doc. 57, párrafo 208, pág. 96). 

Que asimismo, ha manifestado que "los Estados tienen la obligación jurídica, a partir del artículo 23º de la Convención 

Americana de Derechos Humanos, de habilitar los más amplios mecanismos para la participación de la sociedad en el 

tratamiento de esos asuntos (vinculados a la prevención de la violencia y el delito), como forma de fortalecer la democracia y 

el Estado de Derecho en el continente" (OEA/Ser.L/V/II. Doc. 57, párrafo 207, pág. 96). 

Que el citado artículo 23º de la Convención Americana de Derechos Humanos establece que "todos los ciudadanos deben 

gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 

medio de representantes libremente elegidos; b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por 

sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c. de tener 

acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de 

los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, 

idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal". 

Que el derecho de participación también se consagra en otros instrumentos internacionales de derechos humanos, como el 

artículo 20º de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el artículo 21º de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, el artículo 25º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración Universal 

sobre Derechos del Niño y artículo 4º de la Convención de Belém do Pará. 

Que los citados documentos internacionales tienen jerarquía constitucional para la REPUBLICA ARGENTINA conforme el 

artículo 75º inciso 22) de la CONSTITUCION NACIONAL. 

Que de acuerdo al Decreto Nº xxxx/xxxx es función de la SECRETARIA DE POLITICAS DE PREVENCION Y RELACIONES CON LA 

COMUNIDAD asesorar en la implementación de una política de relaciones con la comunidad, prestando particular atención a 

las poblaciones que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad. 

Que asimismo es competencia de la citada Secretaría entender en todo lo concerniente al diseño, implementación y desarrollo 

de una política de participación comunitaria en el marco de los principios de una seguridad pública democrática. 

Que por todo lo expuesto, se presenta como necesaria la conformación de espacios orgánicos que posibiliten la participación 

sistemática de la comunidad y la integración de éstos como parte del Sistema de Seguridad Pública. 

Que en este sentido resulta pertinente la conformación de Mesas Barriales y Mesas Zonales de Participación Comunitaria en 

Seguridad, cuyo ámbito de actuación se corresponda, respectivamente, con los barrios y las jurisdicciones de comisarías de la 

POLICIA FEDERAL ARGENTINA en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE SEGURIDAD ha tomado la intervención que le corresponde. 

Que la suscripta es competente para el dictado de la presente medida en virtud del artículo 22 bis de la Ley de Ministerios (t.o. 

1992) y sus modificatorias. 

Por ello, 

RESUELVE: 

Artículo 1º — Créanse las Mesas Barriales y Mesas Zonales de Participación Comunitaria en Seguridad, cuyo ámbito de 

actuación se corresponderá, respectivamente, con los barrios y las jurisdicciones de comisarías de la POLICIA FEDERAL 

ARGENTINA en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Art. 2º — Las Mesas Barriales de Participación Comunitaria en Seguridad desarrollarán su accionar en los barrios de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Estarán integradas por aquellas organizaciones o entidades comunitarias no 

gubernamentales, interesadas en la seguridad pública, que actúen en dicho ámbito territorial y que hayan participado de la 



 

 
  

capacitación inicial del área de Participación Comunitaria dependiente de la SECRETARIA DE POLITICAS DE PREVENCION Y 

RELACIONES CON LA COMUNIDAD de este Ministerio. 

Art. 3º — La SECRETARIA DE POLITICAS DE PREVENCION Y RELACIONES CON LA COMUNIDAD de este Ministerio, a través 

del área de Participación Comunitaria, habilitará un registro para las organizaciones y entidades comunitarias no 

gubernamentales interesadas en participar. 

Art. 4º — Las Mesas Barriales de Participación Comunitaria en Seguridad tendrán como funciones en su ámbito territorial: 

a) Efectuar diagnósticos participativos que permitan confeccionar mapas de prevención comunitaria de la violencia y el 

delito. 

b) Participar en el diseño de los planes locales de seguridad. 

c) Impulsar acciones de prevención de la violencia y de integración comunitaria en articulación con el estado. 

d) Co-gestionar con organismos del estado el mejoramiento del espacio urbano barrial. 

e) Solicitar informes del funcionamiento de las comisarías a sus titulares. 

f) Diseñar y ejecutar estrategias de comunicación para informar a los vecinos sobre el funcionamiento de la mesa, las 

acciones realizadas y todo otro tema que redunde en beneficio de la seguridad pública e integración del barrio. 

g) Invitar a autoridades, funcionarios públicos o efectores locales de las distintas agencias estatales con actuación en su 

ámbito territorial, para tratar cuestiones y asuntos atinentes a la seguridad pública del ámbito vecinal. 

Art. 5º — Cada Mesa Barrial de Participación Comunitaria en Seguridad establecerá su organización, sus normas de 

funcionamiento y dictará su propio reglamento, en el marco del modelo que se adjunta como Anexo I. 

Art. 6º — Las Mesas Zonales de Participación Comunitaria en Seguridad estarán integradas por los órganos de Coordinación 

de las Mesas Barriales de una misma jurisdicción de comisaría. Se constituirá una Mesa Zonal por jurisdicción policial. 

Art. 7º — Las Mesas Zonales tendrán como funciones: 

a) Articular el accionar de las Mesas Barriales de Participación Comunitaria en Seguridad de su jurisdicción. 

b) Promover el trabajo en red de las diferentes organizaciones que integran las Mesas Barriales de Participación Comunitaria 

en Seguridad de su jurisdicción. 

c) Favorecer el mutuo conocimiento de las diferentes realidades barriales, fomentando procesos de integración. 

d) Invitar a autoridades, funcionarios públicos o efectores locales de las distintas agencias estatales con actuación en su 

ámbito territorial, como así también organizaciones no gubernamentales de carácter sectorial o cuyo ámbito de actuación se 

extienda a toda a la jurisdicción, para tratar cuestiones y asuntos atinentes a la seguridad pública de la jurisdicción. 

e) Evaluar el funcionamiento y las actividades del servicio de policía local. 

Art. 8º — Cada Mesa Zonal establecerá su organización, sus normas de funcionamiento y dictará su propio reglamento, en el 

marco del modelo que se adjunta como Anexo II. 

Art. 9º — En los casos en que, por las características de la jurisdicción policial (extensión, homogeneidad, condiciones 

socioculturales), no fuera necesaria la conformación de Mesas Barriales, se constituirá directamente la Mesa Zonal de 

Participación Comunitaria en Seguridad con las mismas atribuciones y funciones de las Mesas Barriales y la estipulada en el 

inciso e) del artículo 7º de la presente. 

Art. 10.— Facúltase a la SECRETARIA DE POLITICAS DE PREVENCION Y RELACIONES CON LA COMUNIDAD, a través del 

área de Participación Comunitaria, a dictar las normas de procedimiento que resulten necesarias para la puesta en marcha y 

funcionamiento de las Mesas Vecinales y Zonales de Participación Comunitaria en Seguridad. 



 

 
  

Art. 11.— Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.  

 

 

Texto 2: 

Penalidades para las actividades subversivas en todas sus manifestaciones. 

LEY Nº xx.xxx 

Sancionada: Setiembre 28 de xxxx. 

Promulgada: Setiembre 30 de xxxx. 

POR CUANTO: 

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION ARGENTINA, REUNIDOS EN CONGRESO, ETC., SANCIONAN CON 

FUERZA DE LEY: 

ARTICULO 1º — Será reprimido con prisión de tres a ocho años, siempre que el hecho no constituyere un delito más 

severamente penado, el que para lograr la finalidad de sus postulados ideológicos, intente o preconice por cualquier medio, 

alterar o suprimir el orden institucional y la paz social de la Nación, por vías no establecidas por la Constitución Nacional y 

las disposiciones legales que organizan la vida política, económica y social de la Nación. 

ARTICULO 2º — Se impondrá prisión de dos a seis años: 

a) Al que realice actos de divulgación, propaganda o difusión tendiente al adoctrinamiento, proselitismo o instrucción de las 

conductas previstas en el artículo 1º; 

b) Al que hiciere públicamente, por cualquier medio, la apología del delito previsto en el artículo 1º o de sus autores o 

partícipes; 

c) Al que tenga en su poder, exhiba, imprima, edite, reproduzca, distribuya o suministre, por cualquier medio, material 

impreso o grabado, por el que se informen o propaguen hechos, comunicaciones o imágenes de las conductas previstas en el 

artículo 1º; 

d) Al que tenga en su poder o emplee, sin autorización legal, una estación transmisora de telecomunicaciones y al que la 

facilite o entregue sin la pertinente autorización. 

ARTICULO 3º — Se impondrá prisión de dos a cinco años: 

a) Al que use o posea emblemas, insignias o distintivos que distingan o representen a organizaciones notoriamente destinadas 

a realizar las conductas previstas en el artículo 1º; 

b) A los redactores o editores de publicaciones de cualquier tipo, directores y locutores de radio y televisión, o responsables de 

cualquier medio de comunicación, que informen o propaguen hechos, imágenes o comunicaciones de las conductas previstas 

en el artículo 1º; 

c) Al que ilegítimamente usare o tuviere en su poder distintivos, uniformes o insignias correspondientes a las Fuerzas 

Armadas o de Seguridad; 

d) Al que con el propósito de cometer el delito previsto en el artículo 1º, utilice vestimentas u objetos tendientes a disimular o 

alterar su aspecto o identidad, o no correspondan a su actividad habitual. 

ARTICULO 4º — La autoridad judicial podrá decretar la clausura preventiva de los lugares donde se llevan a cabo las 

actividades enunciadas en los artículos 1º, 2º y 3º. 



 

 
  

ARTICULO 5º — Se impondrá prisión de uno a tres años, a los que luego de declarado ilegal un conflicto laboral, por la 

autoridad competente, instiguen a incumplir las obligaciones impuestas por dicha decisión. 

ARTICULO 6º — Será reprimido con prisión de dos a seis años y multa de diez mil a un millón de pesos, si no resultare un 

delito más severamente penado, el que, con ánimo de lucro o maliciosamente, con riesgo para el normal desenvolvimiento de 

un establecimiento o explotación comercial, industrial, agropecuaria, minero o destinado a la prestación de servicios, 

enajenare indebidamente, destruyere, dañare, hiciere desaparecer, ocultare o fraudulentamente disminuyere el valor de 

materias primas, productos de cualquier naturaleza, máquinas, equipos u otros bienes de capital, o comprometiere 

injustificadamente su patrimonio. 

Las penas señaladas se agravarán en un tercio: 

a) Si el hecho afectare el normal suministro o abastecimiento de bienes o servicios de uso común; 

b) Si condujere al cierre, liquidación o quiebra del establecimiento o explotación. 

Las penas se elevarán en la mitad: 

a) Si el hecho causare perjuicio a la economía nacional; 

b) Si pusiere en peligro la seguridad del Estado. 

ARTICULO 7º — Será reprimido con multa de cinco mil a doscientos mil pesos, el que por imprudencia o negligencia o 

violando los deberes a su cargo, cometiere alguno de los hechos mencionados en el artículo anterior. 

La pena será de prisión de seis meses a dos años y multa de diez mil a trescientos mil pesos, en los supuestos contemplados en 

los párrafos segundo y tercero del mismo artículo. 

ARTICULO 8º — En las mismas penas incurrirán los directores, administradores, gerentes o liquidadores de una persona 

jurídica o colectiva, que a sabiendas prestaren su consentimiento o concurso para la realización de los actos mencionados en 

los artículos 6º y 7º. 

ARTICULO 9º — Será reprimido con la pena establecida en el artículo 277 del Código Penal el síndico deuna persona jurídica 

o colectiva que en conocimiento de los hechos mencionados en el artículo 6º, no lo denunciare inmediatamente a la autoridad. 

La pena será de dos mil a cien mil pesos si la omisión de denuncia se refiriere a los hechos mencionados en el artículo 7º. 

ARTICULO 10. — A los condenados por la comisión de los delitos previstos en esta ley, se les aplicarán las siguientes penas 

accesorias: 

a) Si fueren argentinos naturalizados, al pérdida de la ciudadanía y al término de la condena la expulsión del país; 

b) Si fueren extranjeros, la expulsión del país al término de la condena; 

c) El comiso del material y de los objetos de cualquier naturaleza, que hayan sido empleados en la comisión del delito; 

d) La clausura, por el término de tres meses a un año, de los lugares donde se imprima, edita, distribuya, suministre material o 

propale información, relativo a los delitos previstos en los artículos 1º, 2º y 3º. En caso de reincidencia la clausura será 

definitiva. 

ARTICULO 11. — Las penas previstas en esta ley se elevarán en la mitad, cuando el condenado fuere funcionario o empleado 

público en los términos del artículo 77 del Código Penal. 

Asimismo se le aplicará inhabilitación absoluta y perpetua. 

ARTICULO 12. — Los procesados por los delitos contemplados por la presente ley no gozarán de la excarcelación; ni los 

condenados podrán beneficiarse con la condena de ejecución condicional. 

Exceptúanse de la presente disposición los procesados y condenados por los hechos contemplados en el artículo 7º. 



 

 
  

ARTICULO 13. — Será competente para conocer en los hechos previstos en esta ley la justicia federal. 

ARTICULO 14. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, a los veintiocho días del mes de setiembre del año mil 

novecientos setenta y cuatro. 

 

Actividad 3:  

Repaso general de lo desarrollado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
  

 

 

  ¿Qué es un paradigma? 

 
“El concepto de paradigma refiere a los diversos modos de explicar un problema, en una 

época determinada. Así, las distintas maneras de analizar, comprender y explicar un 

problema o un conflicto conllevan unas determinadas orientaciones acerca de cuáles 

pueden ser las soluciones posibles y también, las estrategias ciudadana, en la actualidad 

se diferencian dos paradigmas opuestos entre sí.” Alonso, J. (2015:14) 

 

A lo largo de la historia y en el marco de diferentes paradigmas, la seguridad fue definida 

de manera divergente. 

 

 

Los diferentes paradigmas frente al problema de la inseguridad. De la seguridad 

social a la seguridad ña secasò 

 

De estas formas relativamente homogéneas de pensar la inseguridad y las posibles 

soluciones frente a ella, pueden identificarse grandes cambios en nuestra historia 

reciente. 

Dichos cambios deben contextualizarse en relación a una serie de transformaciones 

económicas, políticas y culturales, que tuvieron lugar durante la segunda mitad del siglo 

XX. 

 

Los diferentes paradigmas frente al problema de la seguridad. 

Dirección de carrera Área de Seguridad Ciudadana 

 

 

 

Cuando hablamos de paradigma nos referimos a un conjunto de afirmaciones que se 

tienen por ciertas y verdaderas en un momento dado. 



 

 
  

Como señala el sociólogo francés Robert Castel1, en la década del 50, del 60 y a inicios 

de los años 70 la seguridad era entendida en términos de “seguridad social”, es decir, se 

definía fundamentalmente en la garantía de la seguridad de las personas frente al riesgo 

del desempleo, la vejez, las enfermedades crónicas, la desprotección en la niñez. El 

Estado tenía un rol protector frente a dichos riesgos que podían afectar la vida de los 

individuos. 

Los principales dispositivos de seguridad que buscaban intervenir frente a la “inseguridad 

social”, tenían que ver con el reaseguro de los individuos frente a estos problemas: 

sistemas de jubilaciones y pensiones, obras sociales, seguros de desempleo. Todo un 

conjunto de políticas, de mecanismos de gobierno que dan forma a un tipo particular de 

estatalidad, el Estado de Bienestar, cuyas intervenciones sociales tienen por finalidad 

reducir la incertidumbre, la inseguridad de los individuos en un funcionamiento social que 

apuntaba a la inclusión y al pleno empleo. 

Desde mediados de los años ‘70, tiene lugar una fuerte crisis del capitalismo a escala 

mundial. En el contexto de crisis económica y con un alto crecimiento de los índices de 

desocupación, los sistemas de seguridad social propios del Estado de Bienestar 

comienzan a ser descalificados por los organismos internacionales, por ser considerados 

demasiado costosos. Se propone entonces un achicamiento del Estado, lo que conlleva 

una reducción del gasto público y una menor intervención estatal frente a la garantía de 

derechos como la salud, la educación, la jubilación, el trabajo, entre otros. Esta nueva 

base político-ideológica que da forma a los estados a nivel global, ha sido denominada 

como neoliberalismo. Esta fórmula política de gobierno se basa en asegurar que el único 

modo de gobernar es reducir al mínimo la intervención estatal, sobre todo los gastos 

sociales. Por eso tiende a desarticularse en cierta medida el Estado de Bienestar. 

 

Es en este contexto de profundas transformaciones estructurales de las sociedades 

capitalistas cuando se produce, en palabras de Castel2, un pasaje de la “seguridad social” 

a la “seguridad civil”. El problema de la seguridad empezará a reducirse al problema de la 

criminalidad, y en el extremo, a un solo tipo de criminalidad: la violencia callejera, el delito 

menos organizado, ligado a estrategias de supervivencia de sectores populares. La 

          1 
Castel, Robert, La inseguridad social ¿Qué es estar protegido? Manantial, Buenos Aires, 2004. 

2 
Castel, Robert, Ibid. 
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seguridad será definida como “seguridad física - personal”. En otras palabras, se pasa de 

la seguridad social a la seguridad “a secas”. 

 

El debilitamiento de los sistemas de seguridad social, dieron lugar a una mayor 

incertidumbre frente a las vicisitudes de la vida cotidiana, y los cambios a nivel económico 

dejaron a una gran parte de la población excluida de los mercados de trabajo, e 

imposibilitadas de ganarse la vida por los medios considerados convencionales. Esto llevó 

a grandes sectores de la población a una situación de empobrecimiento, así como de 

vulnerabilidad social. Generó al mismo tiempo un contexto de fuerte violencia social, en la 

medida en que las numerosas inseguridades que atravesaban la vida colectiva generaron 

situaciones de angustia e incluso, desesperación. 

La particularidad de la respuesta del Estado frente a esta situación, es que la reducción 

en todos sus aspectos sociales (salud, educación y protección social), es contrarrestada 

con una expansión de los sistemas penales. Se configura entonces lo que Zaffaroni3 

denomina Estado Gendarme. Al desactivarse los mecanismos que habían dado un piso 

de seguridad (frente al desempleo o situaciones de enfermedad) la incertidumbre y la 

conflictividad aumenta. Frente a situaciones de muchísima complejidad, el sistema penal 

pasa a tener la responsabilidad de contener el problema de la seguridad así reducido. Y, 

por supuesto, esto no lleva a bajar los niveles de violencia que se asocian a la 

inseguridad, sino que por el contrario, los multiplica. 

 

 
 

3 
Zaffaroni, Raul E., “Estado y seguridad pública: algunas consideraciones básicas”, en Cuadernos de 

Seguridad N° 14 INSTITUTO Nacional de Estudios Estratégicos de la Seguridad – Ministerio de Seguridad – 

Presidencia de la Nación, 2011. Disponible en www.minseg.gob.ar 

4 
Wacquant, Loïc, Las cárceles de la miseria, Manantial, Buenos Aires, 1999. 

El sociólogo francés, Löic Wacquant4., analiza en su libro “Las cárceles de la miseria”, 

cómo el achicamiento del “estado social”, lleva al mismo tiempo a una expansión del 

“estado penal”. 

 

Para el autor, en el marco del neoliberalismo, la respuesta estatal frente a la profunda 

crisis económica de la década del 70 que trastocó el mercado de trabajo y las políticas 

sociales características del estado de bienestar, consistió en la exclusión de grandes 

sectores de la sociedad, e incluso en Estados Unidos, dio lugar al encarcelamiento 

masivo. 

http://www.minseg.gob.ar/


 

 

 

a) El paradigma del orden 

 
Podemos decir, que en el momento histórico señalado con anterioridad, caracterizado por 

la crisis del estado de bienestar, prima el llamado paradigma del orden. Desde la 

perspectiva neoliberal, cuando el estado interviene en nombre de la seguridad es 

básicamente para asegurar un estado de cosas y un “statu quo”; es decir, un orden social, 

basado en ciertas diferencias sociales, pero fundamentalmente un orden excluyente, es 

decir, que favorece a unos y abandona a su suerte a otros, o busca contener y controlar a 

los sectores más afectados por las transformaciones estructurales. 

 

“Mantener el orden” es sinónimo de ahogar los conflictos que puedan surgir en la 

sociedad y es una consigna propia de la lógica punitiva, que piensa al castigo como la 

única forma de resolver los problemas. 

 

La ideología del orden plantea que al conflicto –e incluso al delito– se lo resuelve a través 

de mecanismos represivos, punitivos. Una política de seguridad en este sentido implica 

reestablecer el orden, evitar que la conflictividad se manifieste. 

 

Sin embargo, como afirma Alberto Binder5, la idea del orden es en primer lugar una 

ilusión, ya que el conflicto es inherente a todas las sociedades en la medida en que 

existen diferentes intereses y necesidades. Pero primordialmente, la idea del orden no es 

una idea democrática. Los principios en base a los cuales se establece el orden, no son 

principios que puedan ser debatidos democráticamente, sino que es un sector social 

particular quien se autodefine como aquel capaz de decir cómo debe ser ese orden, en 

virtud de su fuerza para hacerlo. Es decir, lo que se considera permitido y lo que no, es 

definido por el “más fuerte”. 

b) La Seguridad Ciudadana y la gestión de la conflictividad 

En los últimos años, se han construido consensos en torno a la manera de pensar e 

intervenir en la inseguridad en Argentina y en la región. 

 

 
5 

Binder, Alberto M., ñEl control de la criminalidad en una sociedad democrática. Ideas para una discusión 

conceptual”, en Kessler, Gabriel (comp.), Seguridad y Ciudadanía. Nuevos paradigmas, reforma policial y 

políticas innovadoras, Edhasa, Buenos Aires, 2009. 



 

 

 

Parte de esta nueva perspectiva, es poner en discusión las premisas del paradigma del 

orden y proponer una nueva perspectiva: la gestión de la conflictividad. El cambio de 

definición no es solamente formal: implica modificar la manera de pensar nuestras 

sociedades y los problemas que en ellas tienen lugar, y considerar a la democracia como 

un “orden desordenado, inestable y dinámico, que requiere esfuerzos continuos de parte 

de los protagonistas –los distintos actores sociales- por los incesantes desplazamientos y 

renegociaciones constantes entre ellos”6. 

Pensar en términos de gestión de conflictos implica comprender que el conflicto es 

inherente a nuestras sociedades, y no se trata de negarlo, taparlo o evitar que se 

manifieste a partir de mecanismos represivos: debemos por el contrario, intentar conocer 

cuál es la conflictividad de fondo, y cuáles son sus características y funciones. Es por eso 

que el paradigma de gestión de la conflictividad “no es una mirada débil sino una mirada 

de mayor complejidad que busca resolver problemas de fondo”7. 

Sobre este reconocimiento de que el conflicto es propio de toda dinámica social, es que 

se asienta el modelo de la Seguridad Ciudadana o Seguridad Pública Democrática. 

Seguridad Ciudadana o Seguridad Pública Democrática: Algunos conceptos 

 

Desde esta perspectiva, se puede decir que la seguridad es un estado o una situación 

altamente valorada, es un valor, algo que se tiene por positivo y que hay que alcanzar. 

Cuando se habla de seguridad, lo que se valora es la reducción o eliminación de 

  

6 
Ministerio de Seguridad, Seguridad, Derechos Humanos. Herramientas para la reflexión sobre seguridad ciudadana y democrática. 

Buenos Aires, 1° edición, 2011. 

7 
Binder, Alberto M., ñEl control de la criminalidad en una sociedad democrática. Ideas para una discusión conceptual”, en Kessler, 

Gabriel (comp.), Seguridad y Ciudadanía. Nuevos paradigmas, reforma policial y políticas innovadoras, Edhasa, Buenos Aires, 2009. 

 

La seguridad pública democrática, en tanto nuevo paradigma de intervención, implica que la 

política de seguridad no se puede desligar de la gestión de la conflictividad social. El fin es asumir 

la existencia de la conflictividad dentro del marco social pero evitando que el abuso de poder y la 

violencia se conviertan en el modo habitual de resolver los conflictos. 
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incertidumbres, de aquellas situaciones que puede hacernos sentir o vivir “inseguros” o 

amenazados. 

 

Por lo tanto, estar seguro es mucho más que “no ser víctima de un delito”. La seguridad 

debe insertarse en el marco más amplio de la Seguridad Humana, es decir, la seguridad 

integral del ser humano. El desarrollo humano -la expansión de las opciones y 

capacidades de las personas- tiene lugar a partir del goce pleno de los derechos, en una 

situación de equidad y estabilidad política y social. 

En esa clave, la seguridad no puede ser exclusivamente un problema para el sistema 

penal o la policía en particular. Pero es más, la seguridad no es exclusivamente un 

problema en relación a la criminalidad, aunque también la incluye. Existen diferentes 

formas de gestión de los conflictos, es decir, diferentes mecanismos e instrumentos de 

intervención, y el uso que se haga de ellos depende de las características del conflicto y 

de la eficacia que pueda tener cada una de las alternativas8. 

Como señala Victoria Rangugni9, si la seguridad es un valor, que articula ilimitadas 

demandas, se requiere que se fijen límites a fin de que el valor seguridad no colisione con 

otros valores igualmente importantes para la vida democrática. 

Precisamente, el término “seguridad democrática” pone de relieve que la seguridad no 

puede lograrse a cualquier precio y de allí fija límites a lo que en un Estado de derecho 

puede o no puede hacerse para garantizar la seguridad de los ciudadanos. Si las 

demandas son ilimitadas, las respuestas políticas deben ser acotadas. Las políticas 

públicas deben ajustarse a las reglas propias de un estado de derecho. 

 

 
 
 
 

       8 
Binder, Alberto M., Ibíd. 

         9 
Rangugni, Victoria, La Seguridad Ciudadana. Universidad Nacional de Lanus y Consejo de Seguridad  Interior. Cuadernos de       

Seguridad N°5, Buenos Aires, 2010. 

Los derechos humanos y la democracia constituyen el marco de la seguridad ciudadana, las dos 

ideas fuerzas que organizan las tareas para gestionar las conflictividades sociales. Los derechos 

humanos representan un límite y señalan un horizonte en materia de seguridad. No se trata de 

reducir derechos para disminuir los riesgos, sino de ampliar los derechos para asumir entre todos 

los riesgos que corremos en ciudades con profundos 



 

 

 
 
 

 

La Seguridad Pública Democrática constituye entonces una dimensión específica de la 

Seguridad Humana. Es aquel aspecto de la seguridad referido a la gestión de la 

conflictividad mediante mecanismos que tiendan a disminuir los aspectos nocivos de la 

conflictividad, es decir, la violencia. No se trata de eliminar el conflicto, y mantener una 

situación de orden inmutable (situación no deseable además, por ser contraria a la 

dinámica social en una sociedad democrática) sino que se trata de asumir la existencia de 

intereses contrapuestos y canalizar los conflictos hacia una resolución no violenta. 

 

Entonces, la Seguridad Pública Democrática refiere al conjunto de acciones públicas que 

se orientan a producir y garantizar ciertas condiciones de convivencia, a la persecución de 

delitos, a la reducción de ciertas formas de violencia y a la protección de los bienes y la 

integridad física de los ciudadanos, en el marco regulador del Estado de derecho que 

funciona como organizador y límite de las competencias11. 

En la misma línea, cuando nos referimos a la noción de Seguridad Ciudadana, hacemos 

referencia a este mismo objetivo, pero poniendo énfasis en el rol que tiene la ciudadanía 

como un sujeto activo y central al momento de pensar la seguridad. No sólo es la 

seguridad de los ciudadanos y la preservación de sus derechos el valor central al que se 

deben orientar las políticas públicas, sino que es necesaria su intervención y participación, 

como protagonistas en la producción de seguridad. 

 

10 
Ministerio de Seguridad, Seguridad, Derechos Humanos. Herramientas para la reflexión sobre seguridad ciudadana y democrática. 

Buenos Aires, 1° edición, 2011. 

 
11 

Ministerio de Seguridad, Ibíd. 

contrastes sociales. De allí que la democracia y los derechos humanos fijen límites al 

mismo tiempo que perfilan un nuevo horizonte para la administración de la seguridad10. 

Como vimos en este apartado, existen múltiples debates y perspectivas en torno a la noción de 

seguridad. Es importante comprender en este sentido, cual es la visión que orienta a la presente 

Licenciatura. 

Su objetivo es: 

 

 

 

(é) la formaci·n en la planificaci·n, el dise¶o, la ejecuci·n y la evaluaci·n de la pol²tica 

para el fortalecimiento del gobierno de la seguridad ciudadana y democrática. Esto 

implica 



 

 

funcionarios y/o actores sociales formados para trabajar en las diferentes áreas del campo 

profesional, tales como la gestión estratégica de la seguridad, el diseño de dispositivos de 

supervisión y evaluación de las estrategias, planes y programas de seguridad, la 

investigación e inteligencia criminal de las estructuras del mercado delictivo ïorientadas a 

la resolución de los delitos de mayor complejidad y hacia los nodos centrales de las 

economías delictivas- y el diseño de políticas de prevención de la violencia y el delito de 

fuerte carácter comunitario, con el fin de neutralizar el castigo como mecanismo prioritario 

de disuasión e instituir la prevención como estrategia de promoción y protección de 

derechos (Programa de la Licenciatura en Seguridad Ciudadana). 

 

Por ende, los egresados de la Licenciatura en Seguridad Ciudadana estarán  

formados en: 

 

 En el respeto por la democracia, el Estado de derecho y sus principios jurídicos 

fundamentales, el pleno goce de las libertades y derechos de las personas y el irrestricto 

respeto de los derechos humanos. 

 

 En los fundamentos teóricos y metodológicos para el análisis crítico y evaluación 

contextualizada de las políticas públicas, la planificación estratégica y administración del 

campo de la seguridad ciudadana en los diferentes escenarios locales, nacionales 

regionales e internacionales. 

 

 En las problemáticas de la seguridad ciudadana expresadas desde el contexto 

sociocultural y político contemporáneo en el marco local, nacional, regional e 

internacional. 

 

 En la investigación aplicada al campo de la seguridad ciudadana. 
 
 
 

 

En ese sentido, desarrollarán capacidades y habilidades para: 

 

 La planificación, diseño, ejecución y evaluación de las políticas públicas de seguridad 

ciudadana, desde un enfoque que considere la complejidad social de acuerdo con el 

marco ético democrático. 

 



 

 

 La planificación de políticas de seguridad ciudadana de acuerdo a las funciones que le 

incumban en relación con las acciones básicas de la política de seguridad: la promoción 

 
 

 

Para finalizaré 

 
Esta es una primera aproximación a muchas de las cuestiones que trabajaremos 

con mayor detalle y profundidad a lo largo de las distintas asignaturas del Ciclo de 

Licenciatura. 

 

A partir de este primer acercamiento reflexionamos en torno a las diferentes 

maneras de intervenir frente a la inseguridad a partir de los distintos paradigmas: el 

paradigma del orden y el paradigma de la gestión de la conflictividad. Por último, 

nos adentramos en elementos más específicos del fenómeno, y abordamos los 

aspectos subjetivos y objetivos del mismo. 

 

Por lo tanto, nos aproximamos en esta instancia inicial a conceptos y discusiones 

que serán problematizados en el transcurso de la carrera, y que constituyen sin 

duda elementos centrales para la formación de un Licenciado en Seguridad 

Ciudadana. 

de la seguridad, prevención del delito y la violencia, la investigación criminal y la 

persecución penal del delito. 

 

El desarrollo de estrategias de planificación en política de seguridad ciudadana a partir 

del estudio comparado de las políticas de seguridad ciudadana y las buenas prácticas en 

América Latina. 

 

El desarrollo de dispositivos de promoción de la seguridad desde una modalidad de 

gestión multi-actoral en un marco democrático e inclusivo que considere la complejidad 

social. 

 

Diseñar dispositivos, estrategias y acciones de capacitación y comunicación que 

desarrollen acciones de promoción de la construcción social de la seguridad ciudadana 
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ALBERTO BINDER Y EL DESAFIO DE LA GESTION DE LA CONFLICTIVIDAD 

ñLa democracia tiene que ser desordenadaò 

 
Por Luis Bruschtein 

 

έ[ŀ ƛŘŜŀ ŘŜƭ ƻǊŘŜƴ Ŝƴ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘ ȅ ŘŜƭ ŎƻƴǎŜƴǎƻ ǘƛŜƴŜƴ ǳƴŀ ōŀǎŜ ŀǳǘƻǊƛǘŀǊƛŀέ ŀŦƛǊƳŀ Ŝƭ 

abogado penalista Alberto Binder, director del Instituto de Estudios Comparados en 

Ciencias Penales y Sociales, y uno de los principales protagonistas de la reforma de la 

policía bonaerense que encabezó el ex ministro León Arslanian. Binder, que ha sido asesor 

en reformas policiales y en la Justicia, en Guatemala, El Salvador, Costa Rica, Venezuela, 

Chile y otros países, sostiene que el principal problema que debió afrontar la reforma de la 

Bonaerense no provino de la policía misma, sino de los jueces y los políticos. Su 

ǇǊŜƻŎǳǇŀŎƛƽƴ ŎŜƴǘǊŀƭ Ŝǎ ƭŀ άƎŜǎǘƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ŎƻƴŦƭƛŎǘƛǾƛŘŀŘέΥ 

 

–Podríamos decir que hay cuatro políticas públicas más o menos elementales: la económica, 

la de salud y medio ambiente, la educacional y la política de gestión de la conflictividad. 

Partimos de la idea de que en toda sociedad existen conflictos que son inherentes a la 

misma sociedad, a la misma vida social. Y que no necesariamente hay que tener una visión 

negativa del conflicto, porque también es el que trae los nuevos y mejores valores en la 

sociedad, si no estaría muerta. La democracia, como todo sistema político tiene algún modo 

de gestión de la conflictividad. Tiene que construir un modo específico de gestionarla, que 

está tensionado desde dos extremos. Por un lado se trata de evitar la sociedad violenta, es 

decir que la conflictividad termine gestionándose a sí misma y vaya generando un aumento 

de la violencia, pongámosle el nombre de inseguridad. El otro extremo es que cada conflicto 

termine resolviéndose siempre con formas de abuso del poder. 

 

ς¿Por lo general la respuesta a la demanda de seguridad no conlleva al abuso de poder? 

 

–Me parece más interesante analizar esta demanda de seguridad que hay en la población. 

Debemos hacer un gran esfuerzo para reinterpretarla, porque normalmente se la entiende 

como una especie de mandato de mano dura a las fuerzas políticas o a las fuerzas de 

seguridad. O se la vislumbra como una especie de emanación autoritaria del pueblo. Creo 

que esta demanda contiene muchos elementos democráticos. En primer lugar hay una 

reacción de la sociedad frente a esta situación de híper conflictividad. Que la gente no quiera 

vivir en una sociedad repleta de conflictos no es un elemento autoritario, es una demanda 



 

 

hacia los sistemas políticos acerca de cómo se gestiona toda esta conflictividad. Y la 

demanda de seguridad tiene, a su vez, un alto componente de reacción frente al abuso de 

poder, frente a todas las formas de abuso de poder. Parece contradictoria a veces, cuando 

por un lado se dice: “no queremos impunidad”, o “que se apliquen penas duras”, y al mismo 

tiempo se reacciona duramente frente al abuso policial. Pero hay una especie de línea de 

continuidad. La gente no quiere vivir en una sociedad con muchos conflictos que se 

resuelven con abuso de poder. 

 

ς¿Habría que transformar otras instituciones, no solamente a las fuerzas de seguridad? 

 

–Nuestra democracia necesita repensar sus políticas de seguridad, su política judicial, su 

política criminal, su política de derechos humanos, que son partes de este tema central de 

cómo gestionar la conflictividad. Porque es muy probable que los elementos que provocan 

esta conflictividad de fondo no se resuelvan en la próxima década. Todos sabemos que 

no habrá grandes cambios en las políticas de empleo, en las políticas económicas. Al 

contrario, si se quiere hacer cambios de fondo en las políticas educativas va a aumentar la 

conflictividad, por lo que implican las transiciones. Entonces, cómo vamos a gestionar esta 

conflictividad sin caer en la sociedad violenta, o sin caer en la penalización de la protesta 

social. 

 

ςPero el contexto social implica objetivamente una presión hacia la violencia, 

independientemente de cómo se gestione esa conflictividad... 

 

–Implica una gran presión, es una sociedad que va friccionando y que va construyendo la 

violencia. Nuestro país, que tiene una historia muy violenta, tiene también una historia de 

negación de los mecanismos que han producido su violencia. La identificamos nada más que 

en los picos. Si los niveles de conflictividad se dan de manera que la única forma de tener un 

mínimo de visibilidad es cortar las rutas, se está bastante cerca de ir aumentando los niveles 

clásicos de violencia. Cada época tiene una forma de violencia y una forma de interpretar la 

violencia. A veces, la violencia se vuelve visible recién cuando hay una forma de 

interpretarla, pero hace tiempo que está instalada. 

 

ς¿Usted plantea que el conflicto violento se puede evitar a partir de racionalizarlo? 

 

–No necesariamente, se necesita el desarrollo de muchos y diversos mecanismos que 

permiten gestionar la conflictividad. La idea de gestionar la conflictividad es muy distinta a lo 



 

 

que llamamos pensar en el paradigma del orden. Nosotros no necesitamos en esta década 

una sociedad “ordenada”, pero sí una sociedad democrática que gestione su conflictividad 

en términos no violentos. 

 

ς¿O es otra idea de lo que es el orden? 

 

–No necesariamente, porque el “orden” necesita que cada cosa esté en su lugar, el orden 

niega el conflicto, no existe ese “orden” en la naturaleza, no es solamente una utopía sino 

que siempre lleva implícito alguna forma autoritaria. La democracia no se construye bajo el 

paradigma del orden, sino bajo el paradigma de la gestión de la conflictividad porque 

reconoce que muchos de esos conflictos traen los mejores valores. Por ejemplo la protesta 

social es conflicto. Alguien puede decir: “ordenemos la democracia”. No hay por qué 

ordenarla, la democracia tiene que darle cabida a la protesta social, tiene que ser 

desordenada. 

 

ςPero todos los gobiernos reaccionan contra el desorden... 

 

–Fíjese que este gobierno quiere ordenar las cuentas, emprolijar la gestión de gobierno y 

quiere emprolijar a la sociedad, quiere ordenar a la sociedad, por eso está mandando 

también mensajes antidemocráticos. Necesitamos una democracia desordenada porque 

tenemos una sociedad injusta. No se puede tener una sociedad desigual y una democracia 

ordenada. Ahora bien, el tema está que tras este mensaje benévolo de emprolijar las 

cuentas y la gestión de gobierno, viene esto de ordenemos a la sociedad y va reapareciendo 

algo que no se desmontó en estos 18 años de democracia que es el Estado autoritario que 

en determinado momento dijo: “la vamos a ordenar en serio y la vamos a ordenar 

matando”. 

ςGestionar el conflicto implica en primer lugar reconocer que hay otras personas que 

pueden tener intereses distintos... 

 

–Significa reconocer desigualdades, reconocer injusticias, significa tolerancia, significa 

asumir la paz como un valor, significa muchas cosas. También encontrar límites a la gestión 

del Estado, porque la gestión de la conflictividad no es solamente un rol del Estado, en 

términos del Estado clásico. 

 

 



 

 

ς¿El Estado por sí solo puede reconocer sus límites? 

 

–Necesita que se lo pongan. Eso forma parte del conflicto. Se necesita también reconocer 

que el Estado es parte de este conflicto, que sociedad y Estado no están separados. Yo creo 

que las instituciones vinculadas con la gestión de la conflictividad están hoy en una profunda 

crisis, o responden a patrones autoritarios heredados de la colonia. No tienen capacidad de 

resolver conflictos. Al contrario, los provocan, los extienden en el tiempo, los analizan mal. 

Hay una tradición institucional autoritaria obvia porque el Estado colonial fue una imposición 

que se extendió luego a nuestras repúblicas. Hoy día nuestras democracias no han hecho un 

esfuerzo profundo por renovar el conjunto de instituciones vinculadas a la gestión de la 

conflictividad y, al contrario, han puesto en crisis a los que lo hacían de un modo informal. 

Bien o mal, el seudo Estado de bienestar era un mecanismo de gestión de la conflictividad, 

en términos de política económica; la educación pública cumplía muchas de estas funciones, 

los partidos políticos... 

 

ς¿Qué diferencias hay entre esta idea de la gestión de la conflictividad y la búsqueda de 

consenso que está muy en boga entre los políticos? 

 

–Muchas veces la búsqueda del consenso es una fórmula para encontrar el orden, la gestión 

del conflicto debe reconocer la aparición fuerte del disenso. Una porción de la realidad tiene 

una visión y otra parte tiene otra. Se puede buscar consenso alrededor de políticas básicas, 

pero el gran consenso no es el ideal de la democracia. 

 

ςDe alguna manera lo que está instalado en la política en general es aceptar la presión más 

fuerte, la del mercado en economía, o la de la violencia en los conflictos o en el sistema 

punitorio... 

 

–Está la idea de que sólo la presión o el abuso de poder es lo que permite avanzar. Está en 

cuestión la dualidad “abuso de poder.legalidad”. Claro que construir una política de legalidad 

en el contexto de democracias pobres y conflictivas no es emprolijar la gestión de gobierno, 

es algo mucho más fuerte, porque a la legalidad no la necesitan los poderosos, la necesitan 

los débiles. Creo que esta fuerte dualidad se resuelve en términos de no traspaso de límites, 

de no abuso de poder, es darle un lugar a cada quien, establecer reglas de juego claras. En el 

fondo se trata de evitar la violencia. La gestión de la conflictividad es un programa no 

violento. En la historia de América latina no hemos podido construir la legalidad. Era muy 

fácil construir lo que Bolívar llamaba las “República Aéreas”, es decir una legalidad que no 



 

 

interviene en la gestión de la conflictividad, sino que está por el aire mientras que por abajo 

crece el abuso de poder. No sé si está muy lejos de las sociedades en las que vivimos. 

Llámese  mercado, medios de comunicación o todas las formas de concentración, pero es 

siempre el mismo problema. 

ς¿No se ha avanzado en ese dilema en estos 18 años de democracia? 

 

–Estamos hablando de 18 años de reacción ante una tradición autoritaria, de una herencia 

autoritaria. Creo que se ha avanzado poco. Están los temas que no se resuelven pero quedan 

instalados como temas de la democracia. El primer gran desafío fue resolver el tema militar 

para evitar la democracia tutelada. Mal o bien hubo resultados, pero la democracia tutelada 

es algo que existe en varios países de América latina, como Colombia y Perú. Después vino 

otro segundo gran momento de nuestra democracia que fue tratar de evitar la democracia 

quebrada, interrumpida. Ahora, la democracia quebrada también es una realidad de América 

latina. Ecuador es una democracia quebrada. Lo que no se ha instalado todavía como 

problema es evitar la democracia autoritaria. 

 

ς¿Existe un concepto del poder que implica que todo se soluciona desde allí, y por lo tanto 

la solución implica imposición? 

 

–Hay un concepto de poder y es un concepto monárquico. Está la idea de que necesitamos 

un rey bueno o un rey malo que nos va a solucionar los problemas. Lo que pasa es que el rey 

malo puede ser un rey autoritario, pero el bueno, por más rey que sea, no puede solucionar 

esto. Esto conduce a una aporía, a un callejón sin salida de nuestra democracia, porque casi 

diría que por definición la democracia tiene esta capacidad de dejar fluir esta conflictividad 

como método correctivo. Se ve un permanente retroceso en esta cuestión. De algún modo u 

otro, las crisis que se dan en el año ‘97 en las fuerzas de seguridad, no sólo en la provincia de 

Buenos Aires, sino también en la Federal, en Mendoza o en Santa Fe, obligó a la dirigencia 

política a tomar cartas en el asunto, había estallado el sistema. Pero no bien eso se controló, 

empezó a retroceder la dirigencia política. Hasta el año ‘97 ni siquiera sabíamos que existía 

una secretaría de Seguridad Interior. Hasta que no apareció Lugones o Arslanian no se sabía 

que estaba la posibilidad de un ministerio de Seguridad Interior en la provincia de Buenos 

Aires... 

 

 

 

 

 



 

 

ς¿Usted piensa que no quedó ningún saldo de esa intervención? 

 

–Esa época tan traumática tanto para las fuerzas de seguridad como para las fuerzas 

políticas hizo que las fuerzas de seguridad se reacomodaran, pero las fuerzas políticas 

terminaron retrocediendo porque no estaban preparadas. Uno ve que Verón va 

desapareciendo y la secretaría de Seguridad Interior va desapareciendo. Se vuelve al 

funcionamiento tradicional. Y van apareciendo las fórmulas tradicionales del Estado policial. 

Hay que llamar la atención sobre este retroceso que no está circunscripto a lo formalmente 

violento como es el tipo de penal, las cárceles, sino que tiene que ver con el hecho de que el 

resto de los ámbitos vinculados a la solución del conflicto están en quiebra... 

 

ς¿Su planteo es que el problema de las fuerzas de seguridad no sólo tiene origen en ellas? 

 

–Tiene que ver con las fuerzas de seguridad, esa dualidad entre abuso de poder y legalidad, 

con la gestión de la conflictividad, con el sistema judicial. El sistema judicial es uno de los 

enclaves autoritarios en este país, sobre todo por lo que no hace. Tiene que ver con la 

cultura del derecho, con la idea de que la ley no se cumple. He dado clases a abogados y 

jueces. Les pregunto: “¿ustedes aconsejarían a una persona humilde, pobre, débil, de 

nuestros países que confíen en la ley y en los tribunales para que les vaya bien en la vida?” Y 

todos responden que no. Somos países construidos con una debilidad muy grande de los 

sistemas judiciales y no existe la República sin fortaleza del Poder Judicial. En el Poder 

Judicial no saben cómo construir su propia fortaleza y, a su vez, le cuesta a nuestra sociedad 

construir el sistema judicial porque está construida sobre el abuso del poder. 

 

ς¿Cuál fue el elemento más difícil para que la policía bonaerense asumiera las reformas 

que ustedes impulsaban? 

 

–El elemento más difícil nunca estuvo en la policía. Siempre estuvo en los jueces y en la 

dirigencia política. La corrupción policial y el mal funcionamiento policial, más allá de las 

culpas propias, son una ecuación de la corrupción política, de la desidia política y de la 

desidia judicial. Se puede llegar una policía distinta, pero no con jueces que no quieren 

ejercer el poder judicial jurisdiccional, con fiscales que no quieren conducir a la policía o con 

una dirigencia política que le cuesta abandonar la idea de la ilegalidad como ejercicio de la 

política. El 80 por ciento de los policías son personas que no ganan más de 500 pesos. Me 

niego abordar esta discusión entre la policía buena y la policía mala. Es cierto que se tortura 



 

 

y se hacen otras cosas, pero las instituciones que están alrededor de esto, ciegas y autistas, 

son otras y ganan mucho más de 500 pesos. 

 

ς¿Existen otros temas en los que estén trabajando además del de las fuerzas de seguridad? 

 

–Estamos investigando la posibilidad de desarrollar mecanismos por ejemplo para establecer 

mediaciones obligatorias para el caso de cortes de ruta. El hecho de que hoy en día no haya 

mecanismos para solucionar los conflictos, aún los más pequeños, afecta de un modo muy 

profundo la calidad de vida. No existen ámbitos informales donde se pueda ir resolviendo un 

conflicto antes que pase a mayores, desde un pequeño contrato hasta un problema entre 

vecinos. El que recurre a la Justicia estará años metido en un lío. Y la Justicia a veces se 

resuelve con aplicación de la violencia y ésta se ejerce sólo sobre un sector y además pone a 

los castigados en lugares que son fábricas de hombres violentos, las cárceles y los institutos 

de menores. Es un ciclo que se autosustenta permanentemente. 

 

ςPero es un ciclo que se rompe por el hilo más fino... 

 

–Si a este desorden de la sociedad, que por otra parte se le reconocen causas justísimas, 

alguien le quiere aplicar orden, bueno, empezaremos con la fórmula clásica del 

autoritarismo en la Argentina. Uno podría decir que esto es un gobierno que recién empieza, 

pero no se ve clara la energía política para solucionar esta cadena. Para el que gobierna, una 

sociedad desordenada es molesta. Para el gobierno es un compromiso mucho más difícil, 

pero lo otro  es la ilusión que han tenido siempre los déspotas ilustrados. 
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